
Resolución de 11 de junio de 2002, aprobada por la
Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal
de Cuentas, en relación a la moción relativa a la
modificación de la normativa sobre financiación y
fiscalizavión de los Partidos Políticos.
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MOCIÓN DEL PLENO DEL TRIBUNAL DE CUEN­
TAS RELATIVA A LA MODIFICACIÓN DE
LA NORMATIVA SOBRE FINANCIACrÓNY FIS­
CALIZACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
su función fiscalizadora establecida en los artículos
2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de
mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 y 14
de la misma disposición y 28.6 de la Ley 711988, de 5
de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
ha aprobado, en su sesión de 30 de octubre de 200 1, la
Moción relativa a la modificación de la normativa

sobre financiación y fiscalización de los partidos polí­
ticos, y ha acordado su elevación a las Cortes Genera­
les, según lo prevenido en el artículo 28.4 de la Ley de
Funcionamiento.

Introducción

La Constitución española configura a las formacio­
nes políticas como instrumento fundamental para la
participación política, concurriendo a la formación y
manifestación de la voluntad popular. La Ley Orgánica
311987, de 2 de julio, sobre financiación de los partidos
políticos, partiendo de este reconocimiento constitu-

cional, estableció el marco jurídico básico en relación
con las fuentes de financiación pública y privada de su
actividad ordinaria y con las obligaciones que en mate­
ria contable y de control han de cumplir. Respecto a la
actividad electoral, la Ley Orgánica 5/1985 de Régi­
men Electoral General, junto con las Leyes Electorales
de las Comunidades Autónomas, han ido perfilando, a
través de sucesivas modificaciones, el régimen finan­
ciero y contable de las formaciones políticas que parti­
cipan en los distintos procesos electorales.

En la normativa vigente se contempla la fiscaliza­
ción externa como garantía de regularidad, transparen­
cia y publicidad de la actividad económico-financiera
de los partidos políticos. La Ley Orgánica 31I 987,
completando las competencias asignadas por la norma­
tiva electoral al Tribunal de Cuentas y a distintos Órga­
nos de Control Externo de las Comunidades Autóno­
mas, atribuye exclusivamente al Tribunal de Cuentas el
control externo de la actividad económico-financiera
ordinaria de los partidos políticos. En el ejercicio de
sus competencias, el Tribunal de Cuentas ha venido
analizando las cuentas anuales y la contabilidad electo­
ral de las formaciones políticas y elevando a las Cortes
Generales y, en su caso, a las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Autónomas, los correspondientes
informes con los resultados de la fiscalización, en los
que, junto a las deficiencias y posibles irregularidades
detectadas, ha dejado constancia del avance observado
en la normalización contable de la práctica totalidad de
los partidos políticos, así como de las carencias e insu­
ficiencias observadas en el marco regulador, recomen­
dando reiteradamente la incorporación de las necesa­
rias modificaciones para su subsanación.

En este sentido, la Comisión Mixta Congreso-Sena­
do para las relaciones con el Tribunal de Cuentas, a par­
tir de los informes de fiscalización de la contabilidad
anual de los partidos políticos de los ejercicios 1995,
1996 Y 1997, en sesión del día 17 de octubre de 2000,
adoptó la resolución de emplazar al Tribunal «a esta­
blecer los criterios que considere necesarios y que sería
oportuno considerar en una futura modificación del
actual marco jurídico que regula la financiación de los
partidos políticos», así como «instar al Tribunal de
Cuentas a que presente ante la Comisión Mixta para las
Relaciones con el Tribunal de Cuentas una moción que
contemple las posibles modificaciones normativas
necesarias que permitan eliminar las actuales lagunas
normativas y dificultades de interpretación existentes
en la actual normativa sobre financiación de los parti­
dos políticos que en definitiva permitan mejorar la ren­
dición de las cuentas de éstos en España».

El reconocimiento de la necesidad de una reforma
legislativa se aprecia también en la resolución aproba­
da por la Comisión Mixta en relación con los informes
de fiscalización de las contabilidades de las distintas
elecciones celebradas el 13 de junio de 1999, en la que
se conviene adoptar las medidas tendentes a alcanzar la

armonización de las normativas electorales, tanto de
carácter estatal como autonómico; establecer legalmen­
te un adecuado régimen sancionador, y adoptar una
regulación más precisa de la subvención a percibir por
las formaciones políticas por los envíos de propaganda
electoral.

Al cumplimiento del requerimiento explícitamente
efectuado por la Comisión Mixta al Tribunal de Cuen­
tas responden las consideraciones y criterios que se
exponen en los sucesivos apartados, así como las
correspondientes propuestas, con la fmalidad de impul­
sar un nuevo marco jurídico que, superando plantea­
mientos voluntaristas y formales, pueda ofrecer sufi­
cientes garantías de que las actividades ordinaria y
electoral de las formaciones políticas se adecuan a los
mencionados principios de regularidad, transparencia y
publicidad.

I. Los partidos políticos desde la perspectiva del
control

La naturaleza jurídica de los partidos políticos, en
cuanto entes privados sujetos a un régimen jurídico
especial, unida a la circunstancia de que las subvencio­
nes públicas otorgadas son no condicionadas y que el
derecho a su percepción surge por el cumplimiento pre­
vio de los requisitos legalmente exigidos, relacionados
en todos los casos con los resultados electorales alcan­
zados, presentan dificultades para su fiscalización
como meros perceptores de subvenciones de los con­
templados en el artículo 4.2. de la LOTCu. Estas dificul­
tades quedaron básicamente solventadas con la promul­
gación de la normativa específica actualmente vigente,
que contempla la atribución expresa de competencias
fiscalizadoras al Tribunal de Cuentas sobre la actividad
económico-fmanciera, ordinaria y electoral, de los par­
tidos políticos. No obstante, ante la ausencia de desa­
rrollo normativo, el Tribunal de Cuentas ha venido apli­
cando el procedimiento fiscalizador previsto en su
propia legislación para el examen de las entidades
públicas, aun reconociendo la conveniencia de que la
normativa específica de los partidos políticos hubiese
definido, entre otros, el alcance subjetivo y objetivo de
aplicación de la actividad fiscalizadora, la identifica­
ción del «cuentadante» dentro de la representación
política, así como las relaciones con terceros en el ejer­
cicio de la función fiscalizadora, ya que el deber de
colaboración exigible a los representantes de las enti­
dades públicas, en los términos previstos en la Ley
Orgánica y en la de Funcionamiento del Tribunal de
Cuentas, no resulta trasladable a las entidades privadas
relacionadas con la actividad de las formaciones políti­
cas. Asimismo, se considera insuficientemente desarro­
llada en la actual normativa la regulación de las conse­
cuencias de los incumplimientos de la normativa, al no
haberse normado un régimen sancionador definido. Por
otra parte, se destacan las dificultades para exigir la res-
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ponsabilidad contable, prevista en la legislación del
Tribunal de Cuentas, dado el carácter no finalista de la
fmanciación pública percibida.

Con independencia de la naturaleza jurídica de las
formaciones políticas y de la necesidad de una regula­
ción específica sobre su actividad económico-financie­
ra y su control, y dado que la Ley 54/1978 de partidos
políticos y la legislación sobre esta materia no ofrecen
una definición jurídica precisa de los mismos, el Tribu­
nal de Cuentas ha dejado constancia, en sus sucesivos
informes sobre los estados financieros anuales, de la
concepción de los partidos políticos como una única
realidad económico-financiera en la que se integra toda
su organización territorial e institucional. Esta misma
concepción se deduce de la literalidad de la Ley
3/1987, cuando incluye entre la financiación de los par­
tidos políticos las subvenciones percibidas por los Gru­
pos parlamentarios, así como de la resolución de la
Comisión Mixta para las Relaciones con el Tribunal de
Cuentas adoptada el 25 de abril de 1990, cuando se ini­
ciaban las actuaciones fiscalizadoras en cumplimiento
de las atribuciones otorgadas por la Ley 3/1987. En esta
resolución se requiere al Tribunal para que ejerza su
actividad fiscalizadora, entre otros extremos, sobre las
subvenciones a Grupos parlamentarios y la financia­
ción obtenida por los Grupos Políticos en las Entidades
Locales, con independencia de que se les haya podido
reconocer una identificación fiscal diferenciada, valo­
rando si los estados contables reflejan la situación
fmanciera de los partidos.

La eficacia del control requiere que su ejercicio se
extienda sobre toda la organización política y sobre
todas las áreas de su actividad económico-financiera.
En consecuencia, desde esta concepción del control
sería una significativa limitación restringir el ámbito de
la fiscalización a determinadas actuaciones económi­
co-fmancieras, excluyendo las mantenidas por la orga­
nización territoríal de ámbito menor o por grupos insti­
tucionales de representación parlamentaria o de cargos
electos en las Corporaciones Locales, con independen­
cia de que esta representación institucional pueda estar
obligada a rendir cuentas de su actividad a su propia
organización. Asimismo, el alcance de la actividad fis­
calizadora sobre los ingresos y gastos de las formacio­
nes políticas tampoco puede quedar restringido por el
carácter reservado de la afiliación política o por la natu­
raleza y características de determinados gastos.

Por otra parte, en el entorno de las formaciones polí­
ticas se han creado distintas fundaciones, cuya activi­
dad económico-fmanciera puede estar vinculada con la
de aquéllas, así como sociedades de naturaleza mer­
cantil mayoritariamente participadas por los partidos,
lo que aconseja una nueva normativa que defma qué ha
de entenderse por actividad propia de los partidos polí­
ticos, regule la participación de éstos, a través de fun­
daciones o sociedades mercantiles, en el desarrollo de
otras actividades económico-financieras, y prevea

expresamente mecanismos de control sobre la inciden­
cia de esta nueva realidad organizativa en la financia­
ción y gestión mantenida por los partidos políticos.

Propuesta:

En consonancia con los criterios precedentes, se
propone una revisión de la vigente normativa relativa a
la fiscalización de la actividad ordinaria y electoral de
las formaciones políticas, atendiendo a los siguientes
extremos:

l. La naturaleza de las formaciones políticas, en
cuanto entes privados sujetos a un régimen jurídico
especial, y el carácter no condicionado de la financia­
ción pública que perciben dificultan que les sea de apli­
cación directa la legislación del Tribunal de Cuentas en
la que se regula el ejercicio de sus funciones fiscaliza­
dora y jurisdiccional, por lo que se estima necesario que
la normativa sobre los partidos políticos, en beneficio
de los principios de regularidad y trasparencia exigibles
a su actividad, regule con suficiente desarrollo el proce­
dimiento fiscalizador específico de sus cuentas y de su
gestión económico-financiera, tanto en lo referente a su
actividad ordinaria como a la electoral.

2. La Ley de partidos políticos y la legislación
referente a su organización, funcionamiento o control
no contempla una delimitación precisa del ámbito sub­
jetivo y objetivo de la fiscalización. No obstante, desde
la perspectiva de la eficacia del control, el partido políti­
co ha de concebirse, y así se viene pronunciando reite­
radamente el Tribunal de Cuentas en los informes apro­
bados y remitidos a las Cortes Generales, como una
única realidad económico-fmanciera en la que se inte­
gra toda su organización territorial e institucional, inclu­
yendo, por lo tanto, toda la organización local y los gru­
pos de representación política en los distintos
Parlamentos y en las Corporaciones Locales, de modo
que no quede excluida del alcance fiscalizador ninguna
de sus actuaciones en materia económico-fmanciera.

3. La creación por los partidos políticos de funda­
ciones y su participación mayoritaria en el capital
social de sociedades mercantiles, requieren una regula­
ción adecuada sobre lo que ha de entenderse como acti­
vidad propia de los partidos políticos y de su posible
participación en otras actividades, así como de sus rela­
ciones con fundaciones y sociedades mercantiles, esta­
bleciendo mecanismos de control sobre la incidencia
que dichas relaciones puedan presentar en la financia­
ción y actividad de los partidos políticos.

n. La financiación pública de las formaciones
políticas

La Ley Orgánica 3/1987 establece el otorgamiento a
los partidos políticos de una subvención estatal anual,
no condicionada, para atender sus gastos de funciona­
miento ordinario con la finalidad de potenciar su inde-

pendencia, y cuya percepción es compatible con las
previstas en la normativa específica para la actividad
electoral y funcionamiento de los Grupos parlamenta­
rios. El artículo segundo de esta Ley efectúa una enu­
meración pretendidamente taxativa de los recursos pro­
cedentes de la financiación pública, que se extiende a
las subvenciones para gastos electorales, a las subven­
ciones a los Grupos parlamentarios de las Cámaras de
las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas
Autonómicas y a las subvenciones estatales anuales
para funcionamiento ordinario, cuya percepción se
declara incompatible con cualquier otra ayuda econó­
mica o financiera incluida en los Presupuestos Genera­
les del Estado.

En el análisis de la regulación de los fondos públicos
percibidos por los partidos políticos cabe diferenciar la
referida a la financiación de la actividad ordinaria,
incluyendo en la misma la otorgada a los Grupos parla­
mentarios, de la relativa a las campañas electorales.

n.l La financiación pública de la actividad ordinaria

Con independencia de que en la regulación de la
concesión de subvenciones publicas a la actividad ordi­
naria, restringida a las formaciones políticas con repre­
sentación en el Congreso de los Diputados, no se esta­
blece ningún criterio para la determinación del crédito
presupuestario correspondiente y de los sucesivos
incrementos anuales, y de que su distribución, al igual
que para las distintas modalidades de financiación
pública, se realiza según la estricta proporcionalidad de
los resultados electorales obtenidos, se estima oportu­
no efectuar, previa a la correspondiente propuesta, una
referencia a las sucesivas modificaciones introducidas
en el marco normativo, acompañada de otras conside­
raciones sobre su regulación.

Financiación de los grupos políticos de las Corpora­
ciones Locales.

Para la financiación de la actividad de representa­
ción política, la mencionada Ley prevé, en la enumera­
ción de los recursos públicos que recoge su artículo
dos, las subvenciones a los Grupos parlamentarios de
las Cortes Generales y Asambleas Legislativas Autonó­
micas, y más adelante, en el artículo 5.2, incorpora una
referencia a las subvenciones de funcionamiento esta­
blecidas por el Parlamento Europeo. En ningún
momento contempla la financiación directa a los gru­
pos de cargos electos en las Corporaciones Locales, a
pesar de que esta modalidad de financiación fue objeto
de un análisis expreso durante la tramitación parlamen­
taria del Proyecto de Ley.

En el cuerpo normativo específico de las Corpora­
ciones Locales no se preveía una aportación directa a
los grupos políticos constituidos. Cabe citar únicamen­
te la ayuda contemplada en el Real Decreto 2568/1986,
de 28 de noviembre, por el que se aprueba el reglamen-

to de organización, funcionamiento y régimen jurídico
de las entidades locales, que en su artículo 27 establece
que la Corporación pondrá a disposición de los grupos
políticos una infraestructura mínima de medios mate­
riales y personales.

No obstante, la Ley 11/1999, de 21 de abril, modifi­
có la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local,
autorizando que el Pleno de la Corporación pudiera
otorgar con cargo a los presupuestos anuales una dota­
ción económica dentro de los límites que, en su caso,
se establezcan con carácter general en las Leyes de Pre­
supuestos Generales del Estado. De este modo, la
nueva redacción del apartado 3 del artículo 73 de la Ley
7/1985, de Bases de Régimen Local, reconoce, de
forma expresa, la posible financiación directa de la
actividad de los grupos políticos, además de los medios
materiales y personales anteriormente previstos, sin
atender al carácter taxativo de los recursos públicos
enumerados en el artículo dos de la Ley Orgánica
3/1987, sobre financiación de partidos políticos, a la
especialidad de la materia normativa atribuida a ésta, ni
a su carácter de Ley Orgánica.

Esta modificación legislativa, además de fragruentar
la unidad normativa con la consiguiente inseguridad
jurídica, incorpora un elevado margen de indetermina­
ción en el límite cuantitativo de esta modalidad de
financiación en cada Corporación Local, ya que sólo
contempla la posibilidad de que las sucesivas Leyes de
Presupuestos Generales del Estado establezcan un lími­
te, con carácter general, limitación que no se ha visto
recogida en ninguna de las Leyes aprobadas con poste­
rioridad. Por otra parte, no se prevé ningún procedi­
miento de fiscalización externa de su aplicación, prin­
cipalmente por lo que se refiere a las subvenciones
otorgadas a las formaciones políticas sin representa­
ción en el Congreso de los Diputados.

Financiación de los Grupos parlamentarios.

El artículo dos de la Ley Orgánica 3/1987, al citar
las subvenciones a los Grupos parlamentarios de las
Cámaras de las Cortes Generales y de las Asambleas
Autonómicas, remite a su propia normativa para la
cuantificación de la dotación presupuestaria y los crite­
rios aplicables en su distribución.

Debe señalarse, en primer lugar, que en la regula­
ción vigente de la actividad económico-financiera de
los partidos únicamente están obligados a rendir cuen­
tas al Tribunal las formaciones políticas que reciben
subvenciones públicas por tener representación parla­
mentaria en el Congreso de los Diputados, no contem­
plándose ningún procedimiento de fiscalización exter­
na para los partidos políticos que percibieran
subvenciones públicas por tener representación política
únicamente en el Senado o en alguna de las Asambleas
Legislativas autonómicas.
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Por otra parte, cualesquiera que sean los criterios
previstos en la normativa de los distintos Parlamentos,
en el ejercicio de la función fiscalizadora el Tribunal de
Cuentas ha venido observando el frecuente traspaso a
la actividad ordinaria de las formaciones políticas de
importes significativos de recursos provenientes de las
subvenciones percibidas para el desarrollo de la activi­
dad parlamentaria. Aun reconociendo que las subven­
ciones a los Grupos parlamentarios están amparadas en
su propio régimen normativo y que los traspasos pudie­
ran responder, como contrapartida, a la asistencia téc­
nica recibida de los servicios de la correspondiente for­
mación política, se considera conveniente que cada
subvención se aplique estrictamente a la fmalidad para
la que ha sido concedida y que su presupuestación res­
ponda a una evaluación de todos los costes de la activi­
dad a subvencionar.

Por otra parte, se estima necesario que la normativa
incluya, de forma expresa, dentro de las vías de finan­
ciación pública, los recursos percibidos por la repre­
sentación de cada formación política en el Parlamento
Europeo.

Otras vías de financiación pública no contempladas
en la Ley 3/1987.

En la relación de recursos procedentes de la finan­
ciación pública, incorporada en el artículo dos de la
Ley Orgánica 3/1987, se incluye la subvención que el
Estado anualmente otorga a los partidos políticos con
representación en el Congreso de los Diputados para
atender sus gastos de funcionamiento ordinario, sin que
se prevea la utilización de otras vías de financiación
pública para esta actividad.

Sin embargo, en la fiscalización de los estados con­
tables anuales de las formaciones políticas, el Tribunal
de Cuentas ha observado, y así se recoge en los infor­
mes aprobados, que el Gobierno autonómico del País
Vasco otorga a los partidos políticos con representa­
ción en su Parlamento subvenciones para su funciona­
miento ordinario en cumplimiento de la previsión
incorporada en las sucesivas Leyes de Presupuestos
Anuales de la Comunidad Autónoma.

Asimismo, en un reciente acuerdo del Parlamento
de Cataluña sobre transparencia y autolimitación de
gastos electorales y de financiación de los partidos
políticos, que no goza de la naturaleza de acto normati­
vo, se contempla, entre otras consideraciones, la incor­
poración en el presupuesto anual de la Generalidad de
Cataluña de un partida específica, que se incorporará
en el presupuesto del Parlamento autonómico, destina­
da a los Grupos parlamentarios, que la podrán asignar a
los partidos políticos que concurran a las elecciones al
Parlamento de Cataluña y que éstos podrán contabili­
zar como subvención anual no condicionada, enten­
diéndose otorgada para sus gastos de funcionamiento
ordinario. En dicho acuerdo el otorgamiento de esta

fmanciación pública va acompañado del reconocimien­
to de competencias fiscalizadoras a la Sindicatura de
Cuentas sobre la actividad ordinaria de dichas forma­
ciones políticas, competencias que están atribuidas de
forma exclusiva al Tribunal de Cuentas en la citada Ley
3/1987.

De nuevo se aprecia una falta de correspondencia
entre la regulación exclusiva y taxativa que se despren­
de de la Ley 3/1987 y estas actuaciones legislativas y
parlamentarias singulares que, además de quebrar la
unidad normativa y suscitar problemas de jerarquía y
competencia legislativa, podrían incorporar un grado
de indeterminación en la cuantificación global de la
financiación pública a percibir por las formaciones
políticas, y un trato desigual, dependiendo de su
implantación geográfica, a la vez que podrían originar­
se disfunciones en su control, en perjuicio de la trans­
parencia y publicidad exigibles.

I1.2 La fmanciación pública de la actividad electoral

El cuerpo normativo de la actividad electoral está
conformado por la Ley Orgánica 5/1985 de Régimen
Electoral General y por las Leyes Electorales de las dis­
tintas Comunidades Autónomas, a excepción de Cata­
luña, cuyo Parlamento, en el momento de redactar esta
Moción, aún no ha aprobado la Ley Electoral prevista
en su Estatuto de Autonomía. Según la legislación
vigente, la obligación de remitir la contabilidad electo­
ral al Tribunal de Cuentas, para su posterior fiscaliza­
ción, se circunscribe a las formaciones políticas que
hayan recibido adelanto de las subvenciones públicas o
que, de acuerdo con los resultados obtenidos, tengan
derecho a su posterior percepción.

El análisis del marco jurídico de la actividad electo­
ral, desde la perspectiva de la cuantificación de la
financiación pública, se centra básicamente en el alcan­
ce de la obligación de rendir cuentas, en la convenien­
cia de armonizar la normativa electoral y revisar el
ámbito de la fiscalización externa, en los efectos deri­
vados de algunas de las modificaciones incorporadas a
la misma, principalmente las referidas a los gastos por
envío directo y personal de propaganda electoral, y en
las consecuencias que pueden originarse por carecer de
una norma específica, suficientemente desarrollada,
para deternrinados procesos electorales.

Obligación de rendir cuentas.

La normativa electoral vigente, si bien establece
para todas las formaciones políticas que participan en
los distintos procesos electorales, una serie de obliga­
ciones relacionadas con la actividad económico-fman­
ciera derivada de los mismos, limita la obligación de
rendir al Tribunal de Cuentas una contabilidad detalla­
da de los ingresos y gastos electorales a las formacio­
nes que han solicitado anticipo de subvenciones públi­
cas o que, en función de los resultados obtenidos, han

resultado acreedoras a las mismas. En virtud de esta
previsión legal, no están obligadas a rendir informa­
ción de su actividad económico-financiera aquellas for­
maciones políticas que no se encuentran en los citados
supuestos, lo que se valora como una restricción a la
transparencia y publicidad que debe guiar todo proceso
electoral.

Ha de tenerse, además, en cuenta, como se señala
posteriormente al analizar el régimen sancionador, que
la normativa vigente no contempla la posibilidad de
que el Tribunal proponga, respecto a las formaciones
que, estando obligadas, no han rendido sus cuentas,
ninguna otra sanción, salvo la de la no concesión de
subvenciones públicas, cualquiera que haya sido el
grado de incumplimiento de la actual regulación, prin­
cipalmente en la financiación de la campaña, mientras
que, en relación con los partidos políticos que no tie­
nen derecho a subvenciones públicas no se prevé nin­
gún tipo de sanción, con independencia de que pudie­
ran haber perturbado la organización electoral al no
respetar los requisitos legalmente exigidos en cuanto a
los ingresos y gastos de la campaña. En consecuencia,
se estima conveniente extender la obligación de rendir
cuentas a todos los partidos que participan en los pro­
cesos electorales, con independencia de los resultados
que en cada caso se hubiesen obtenido.

Armonización de la normativa sobre la financiación
electoral.

El análisis de la normativa electoral autonómica,
dictada en el ámbito de las respectivas competencias,
pone de manifiesto significativas diferencias en el
marco normativo a aplicar en los correspondientes pro­
cesos electorales, así como en la determinación de las
subvenciones a abonar a las formaciones políticas en
función de los resultados obtenidos. En la cuantifica­
ción por voto y por escaño de las subvenciones para
atender los gastos electorales ordinarios se observan
importantes divergencias que no resultan suficiente­
mente explicadas por su diferente situación demográfi­
ca. La constatación de estas divergencias ha llevado al
Tribunal de Cuentas a recomendar reiteradamente en
sus informes la armonización de la normativa electoral,
tanto de las distintas Comunidades Autónomas entre sí
como con la normativa estatal.

La cuantificación de las subvenciones ha de estar
directamente relacionada con el límite máximo de gas­
tos autorizado en cada caso. Sin embargo, como conse­
cuencia de sucesivas modificaciones de la normativa
electoral, principalmente por la incorporación de la
subvención de los gastos por envío personal y directo
de propaganda electoral, con frecuencia la subvención
que correspondería percibir en función de los resulta­
dos obtenidos es muy superior al límite de gastos auto­
rizado. Esta circunstancia, calificable de incongruencia
técnica, ha originado que, en ocasiones, las formacio-

nes políticas hayan percibido inicialmente el importe
derivado de los resultados electorales alcanzados, en
contra del principio general de que las subvenciones
nunca han de superar los gastos soportados, lo que ha
implicado la posterior devolución del exceso indebida­
mente recibido como resultado de la fiscalización del
Tribunal de Cuentas.

En otro sentido, la falta de congruencia técnica entre
subvención y límite de gastos se aprecia, de modo
inmediato, en las elecciones locales respecto a las for­
maciones políticas de reducida implantación, cuyo exi­
guo límite de gastos, definido exclusivamente por el
número de habitantes de las localidades donde se pre­
sentan, al no poder agregar el sumando provincial,
queda superado por el importe de la subvención a per­
cibir en el caso de que alguno de sus candidatos haya
resultado elegido.

Nueva regulación de la subvención de los gastos por
envío directo y personal de propaganda electoral.

A partir de la modificación de la Ley Orgánica del
Régimen Electoral General, incorporada inicialmente
por la Ley Orgánica 8/1991 Yampliada en posteriores
reformas de la normativa, se estableció una nueva sub­
vención electoral para los gastos por envío directo y
personal de propaganda electoral en las elecciones a
Cortes Generales, subvención que se ha ido legalmente
extendiendo a todos los procesos electorales regulados
en la normativa estatal, y a la mayor parte de las elec­
ciones a las Asambleas Legislativas de las Comunida­
des Autónomas tras su incorporación a las Leyes elec­
torales autonómicas,

Sin embargo, estas incorporaciones no han estado
acompañadas de una mayor precisión en su regulación,
sino que han mantenido la falta de mecanismos efecti­
vos de control sobre su ejecución y la indeterminación
en el cálculo previo del límite general de gastos, por
cuanto los gastos por envíos que no resulten subvencio­
nables, en función de los resultados electorales obteni­
dos, han de tomarse en cuenta a efectos del cumpli­
miento del límite.

Esta insuficiente regulación ha dado lugar a sucesi­
vos acuerdos de las Juntas Electorales y del Tribunal de
Cuentas exigiendo el cumplimiento de determinados
requisitos mínimos en la justificación de la realización
de los envíos. Se ha observado, no obstante, que la
ausencia de un límite previo para los gastos de esta
naturaleza y los escasos requisitos exigidos para adqui­
rir el derecho a su subvención, unido a la dificultad
para verificar la remisión personal y directa a cada uno
de los electores, ha favorecido el incremento de estos
gastos, aproximándose al total de la subvención a per­
cibir por cada formación política por este concepto, en
muchos casos muy superior a la deducida de los resul­
tados electorales obtenidos.
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Carencia de normativa electoral o insuficiente desa­
rrollo de la misma en relación con determinados proce­
sos electorales.

De entre los numerosos procesos electorales han de
señalarse, por la insuficiencia de su regulación, los
relativos a las elecciones al Consejo General de Arán, a
las elecciones para las Juntas Generales de los Territo­
rios Históricos del País Vasco y a las elecciones al Par­
lamento de Cataluña. Así, respecto a los dos citados en
primer lugar, su normativa específica no contempla un
límite para los gastos electorales, con la consiguiente
discriminación entre procesos electorales y formacio­
nes políticas que de esta carencia pudiera derivarse.
Asimismo, su fiscalización por el Órgano de control
externo de la respectiva Comunidad Autónoma no está
amparada por norma de adecuado rango jurídico.

Por lo que se refiere a las elecciones al Parlamento
de Cataluña, su celebración y posterior fiscalización
está afectada por la carencia de una Ley electoral auto­
nómica, regulándose mediante Decreto, dictado por el
Departamento de Gobernación de la Generalidad en
cada una de las elecciones convocadas, los extremos
relativos al límite de gastos electorales y a la cuantifi­
cación de las subvenciones, así como las competencias
fiscalizadoras de la Sindicatura de Cuentas de Catalu­
ña. Esta insuficiente regulación desde el punto de vista
de la jerarquía y competencias normativas ha permitido
que la Sindicatura de Cuentas haya manifestado, con
ocasión de su fiscalización de las últimas elecciones al
Parlamento Catalán, que no tiene una competencia
expresa para fiscalizar las contabilidades electorales ni
para proponer la no adjudicación o reducción de la sub­
vención ante incumplimientos de la normativa electo­
ral, como la superación del límite del gasto electoral
detectada en el examen de la contabilidad electoral de
alguna formación política.

La carencia de una propuesta de sanción podria ori­
ginar que infracciones como las señaladas no resulta­
sen penalizadas con la no adjudicación o reducción de
la correspondiente subvención, únicas sanciones pre­
vistas en la normativa vigente, situación que este Tribu­
nal valora como un quebrantamiento de los principios
generales de igualdad y transparencia que han de regir
todo proceso electoral democrático, tal como se procla­
ma en el artículo 8 de la LOREG, que implicaría injus­
tificadamente que no se discriminase entre formacio­
nes políticas, y entre distintos procesos electorales,
cualquiera que fuese el respectivo grado de cumpli­
miento de la normativa electoral, otorgando a ésta un
alcance meramente formal sin la eficacia formal pre­
tendida por el ordenamiento.

Propuesta:

Las consideraciones efectuadas sobre las distintas
carencias o insuficiencias detectadas en el análisis de la

actual normativa en relación con la financiación públi­
ca de las formaciones políticas impulsan la propuesta
de su revisión, atendiendo a los criterios siguientes:

l. Con la finalidad de potenciar la transparencia
en los procesos electorales y la no discriminación entre
formaciones políticas, se propone vincular la obliga­
ción de rendir la contabilidad electoral a su participa­
ción en los correspondientes procesos, en lugar de al
derecho a la percepción de subvenciones públicas por
los gastos electorales incurridos, de forma que el Tribu­
nal de Cuentas pueda también efectuar, en su caso, una
fiscalización selectiva de las formaciones políticas sin
derecho a la percepción de subvenciones públicas.

2. El artículo dos de la Ley Orgánica 3/1987 sobre
financiación de los partidos políticos relaciona, con un
alcance pretendidamente exhaustivo, las distintas fuen­
tes de financiación pública, restringida a las subvencio­
nes de los gastos electorales, a las subvenciones a los
Grupos parlamentarios y a las subvenciones para el fun­
cionamiento ordinario. No obstante, a través de poste­
riores disposiciones legislativas o meros acuerdos parla­
mentarios se ha previsto expresamente la concesión de
dotaciones económicas para la fmanciación de la activi­
dad ordinaria de los grupos políticos en las Corporacio­
nes Locales, así como de subvenciones por parte de
algún Gobierno autonómico para el funcionamiento
ordinario de las formaciones políticas con representa­
ción en su Asamblea Legislativa. Estas últimas vías de
financiación, no previstas en la Ley Orgánica 3/1987,
además de desvirtuar el carácter específico otorgado a
esta Ley por razón de la materia, quiebran la unidad nor­
mativa e incorporan un inadecuado grado de indetermi­
nación en la cuantificación total de la financiación
pública a percibir por las formaciones políticas, junto a
un tratamiento dispar entre las mismas. Por todo ello, se
considera necesaria, para una mayor seguridad jurídica,
una regulación explícita y taxativa de las distintas fuen­
tes a través de las que las formaciones políticas pueden
acceder a la financiación pública y de los requisitos exi­
gibles, así como, en cada caso, de los mecanismos de
control pertinentes.

3. En la fiscalización de la contabilidad anual de
los partidos políticos se observa el traspaso a la activi­
dad ordinaria, como entrega de los Grupos parlamen­
tarios, de parte de las subvenciones recibidas por su
representación y actividad parlamentaria. Con inde­
pendencia del apoyo normativo y de la justificación
que pudieran amparar estos traspasos, se considera
conveniente que cada subvención específica atienda la
finalidad para la que fue creada y que su cuantifica­
ción presupuestaria sea consecuencia de la correcta
evaluación de los costes originados por la actividad
subvencionable.

4. El análisis comparativo del bloque de normati­
va electoral, conformado por la Ley Orgánica del Régi­
men Electoral General y las distintas Leyes Autonómi-

cas, ofrece significativas diferencias tanto en la regula­
ción de la campaña electoral como en los criterios a
aplicar para la cuantificación de las subvenciones de
ellas derivadas. Por ello, se considera necesario armo­
nizar, desde el respeto a la distribución competencial,
estas normativas para una mayor homogeneización en
la regulación de los distintos procesos electorales y una
mayor eficacia del control.

5. El artículo 127.1 de la Ley Orgánica del Régi­
men Electoral General reitera el principio general de
que la subvención correspondiente a cada grupo políti­
co en ningún caso podrá superar la cifra de gastos
declarados justificados por el Tribunal de Cuentas. Sin
embargo, la aplicación de este principio se ve dificulta­
da por la falta de correspondencia entre el límite máxi­
mo de gastos autorizados y el importe de subvenciones
a percibir, en ocasiones superior a aquél. Esta falta de
congruencia técnica tiene especiales consecuencias en
las elecciones locales, en las que el límite máximo de
gastos autorizado para las formaciones de reducida
implantación es inferior a la subvención a percibir en
caso de haber obtenido representación en la correspon­
diente Corporación Local.

6. La incorporación de la subvención de los enví­
os personales y directos de propaganda a la normativa
electoral dificulta la programación previa de las cam­
pañas electorales por cuanto la suma de gastos electo­
rales ordinarios, a efectos del cumplimiento del límite
máximo autorizado, puede verse alterada por el núme­
ro de envíos que no resulte subvencionable. Por otra
parte, en la actividad fiscalizadora se presentan dificul­
tades para verificar la ejecución efectiva y diferenciada
de los envíos personales.

Con independencia de la necesidad de dotar de una
regulación más precisa a esta actividad desde la pers­
pectiva del control externo, se estima necesario evaluar
la eficacia de estos envíos, tal como se realizan en la
actualidad, así como la posibilidad de implantar un
nuevo procedimiento, más acorde con el actual desa­
rrollo de los medios y técnicas de información, que
ofrezca mayores garantías en su ejecución y permita
reducir los fondos públicos destinados a su financia­
ción.

7. La carencia de una legislación autonómica elec­
toral, o su insuficiente desarrollo y armonización con la
normativa electoral del régimen general, pueden origi­
nar que determinadas actuaciones queden sin la corres­
pondiente propuesta de sanción, con el consiguiente
tratamiento discriminatorio entre formaciones políticas
y procesos electorales en cuanto a la subvención públi­
ca a percibir. Por ello, se considera necesario que todo
proceso electoral esté adecuadamente regulado, con­
templándose en su normativa específica todas las cir­
cunstancias que, desde un punto de vista económico­
financiero, pudieran afectar a su desarrollo y a la
posterior fiscalización de la contabilidad electoral de
las formaciones políticas.

III. Financiación privada de las formaciones políticas

La regulación actual prevé que las formaciones polí­
ticas dispongan para desarrollar su actividad electoral y
ordinaria, junto a la financiación pública, de financia­
ción privada, recibida en concepto de cuotas de sus afi­
liados o como aportación efectuada, en sus diversas
modalidades, por personas físicas o jurídicas en el terri­
torio nacional o en el extranjero. Las consideraciones y
criterios que se exponen a continuación responden al
examen de la normativa vigente desde la perspectiva de
la eficacia del control que corresponde al Tribunal de
Cuentas, sin incidir en otras materias de naturaleza fis­
cal, ni en las modalidades de fmanciación o de organi­
zación política que, en relación con la financiación pri­
vada, pudieran suscitarse.

La actual regulación de la financiación privada a los
partidos políticos, como el Tribunal ha venido ponien­
do de manifiesto en sus sucesivos informes, presenta
un distinto tratamiento según se trate de financiación
electoral u ordinaria, autorizándose distintos límites en
el caso de las aportaciones nominativas y prohibiendo
las aportaciones anónimas en la fmanciación de proce­
sos electorales. La diferenciación entre la normativa de
la financiación privada ordinaria y electoral, con exi­
gencia de requisitos más estrictos para esta última, se
convierte, de hecho, en una limitación de alcance for­
mal, fácilmente eludible, ya que nada impide que una
fmanciación, superior a los límites autorizados para las
aportaciones electorales o realizada bajo la modalidad
de anónima, se canalice como financiación privada de
la actividad ordinaria y que, posteriormente, pueda ser
destinada a la actividad electoral. Esta misma circuns­
tancia puede presentarse en la diferenciación entre el
endeudamiento electoral y el ordinario y su consiguien­
te coste financiero que, en función de su calificación
formal, tendrá naturaleza de gasto electoral u ordinario
y, en consecuencia, un distinto tratamiento.

La regulación de la financiación procedente de per­
sonas físicas debería diferenciar nítidamente el trata­
miento de las cuotas ordinarias de los afiliados, perió­
dicamente ingresadas de conformidad con lo previsto
en sus respectivos estatutos, de cualquier otra aporta­
ción, distinguiendo, a su vez, entre las aportaciones
dinerarias y las no dinerarias, en sus distintas modali­
dades.

Para la financiación de las personas jurídicas, junto
al mantenimiento del requisito exigido de autorización
previa del correspondiente órgano social, se considera
necesario regular la posible fmanciación indirecta a tra­
vés de otras entidades afines a las formaciones políti­
cas, como pueden ser las fundaciones, que, por otra
parte, son también receptoras de subvenciones públicas
para el desarrollo de determinados programas de su
actividad. La transparencia en la financiación de los
partidos políticos y la eficacia de su control resultaría
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sensiblemente mitigada si el establecimiento de unos
requisitos estrictos para la financiación directa no estu­
viese acompañado de similares exigencias en la entrega
formal de aportaciones a través de estas entidades.

Especial referencia ha de hacerse, en relación con la
fmanciación privada de personas jurídicas, a las condo­
naciones de deuda concedidas por proveedores por ser­
vicios prestados y, principalmente, por las entidades de
crédito sobre operaciones de endeudamiento previa­
mente concertadas, tanto por lo que respecta al princi­
pal como a los intereses devengados. El Tribunal de
Cuentas viene señalando en sus informes estas actua­
ciones, recordando en cada caso que las operaciones de
condonación de deuda no están previstas por la Ley
3/1987 entre las distintas fuentes de financiación legal­
mente autorizadas. Puede argumentarse, en relación
con estas operaciones, que su análisis debe tener en
cuenta todo el periodo transcurrido desde su concerta­
ción; que son el resultado de una previa negociación,
semejante a la que pudiera efectuarse en otros ámbitos
mercantiles; y que, en definitiva, no responden al
espontáneo «animus donandi» predicable de toda apor­
tación no finalista. No obstante, se estima necesario
que la regulación de la financiación de los partidos
políticos incluya, denegando o permitiendo, una refe­
rencia expresa a estas operaciones de condonación de
deuda, estableciendo, en su caso, el régimen al que
deban someterse.

Entre los ingresos disponibles por las formaciones
políticas se incluyen los provenientes de su patrimonio
y de la actividad desarrollada, sin que se haya previsto
ninguna restricción en cuanto a la naturaleza de dicha
actividad. No obstante, atendiendo a las singulares fun­
ciones atribuidas a los partidos políticos y a la naturale­
za mayoritariamente pública de sus recursos financie­
ros, se considera impropio que una formación política
participe, como se ha podido constatar en la actividad
fiscalizadora, en operaciones de carácter especulativo
en mercados altamente sensibles, máxime cuando las
emisiones de deuda pública o las negociaciones especí­
ficas con las entidades financieras permiten obtener
rentabilidad de los excedentes temporales de tesorería
que pudieran presentarse.

Por otra parte, se estima que la regulación de las dis­
tintas modalidades de financiación privada de las for­
maciones políticas y de los requisitos exigibles en cada
caso, ha de estar adecuadamente completada con el
análisis de las consecuencias que pudieran derivarse de
su incumplimiento, que se concreta en el estableci­
miento de un régimen sancionador suficientemente
desarrollado.

Propuesta:

En relación con la fmanciación privada a las forma­
ciones políticas, desde la exclusiva perspectiva de la
eficacia del control atribuido al Tribunal y, por tanto,

restringiendo el alcance de la sugerencia a las carencias
e insuficiencias observadas al respecto en su actual
regulación, se considera necesario uniformar los
requisitos exigibles y los límites establecidos para la
financiación electoral y para la actividad ordinaria, ya
que la mayor limitación establecida para la financia­
ción electoral puede convertirse, en la práctica, en una
restricción formal, fácilmente eludible. Por otra parte,
se estima conveniente dotar de una regulación más
precisa a las aportaciones no dinerarias que, en muy
diferenciadas formas, pudieran efectuarse a las for­
maciones políticas y contemplar las relaciones que,
en el área de la financiación, pudieran mantener con
fundaciones y otras entidades afines. Asimismo, se
debería regular la limitación del uso de operaciones
de carácter especulativo por los partidos políticos con
la finalidad de obtener mayores rendimientos de su
patrimonio.

En relación con las condonaciones de deuda conve­
nidas con entidades de crédito, respecto a operaciones
de endeudamiento previamente concertadas, y con pro­
veedores por prestación de servicios, no previstas en la
Ley 3/1987, y que se han observado registradas en las
contabilidades anuales de distintas formaciones políti­
cas, se considera necesaria una regulación expresa que
contemple su autorización o prohibición, y establezca
el régimen al que, en su caso, deberían someterse.

IV. Revisión de la normativa electoral

Con independencia de las consideraciones y crite­
rios ya expuestos en relación con la financiación de las
campañas electorales, en el ejercicio de la actividad fis­
calizadora han surgido problemas de interpretación
sobre la regulación de ciertos extremos, algunos tan
significativos como la determinación de los límites de
gastos, que se han venido superando a través de acuer­
dos de las Juntas Electorales y del Tribunal de Cuentas.

En este sentido, la normativa electoral no ofrece un
criterio explícito para el cálculo previo del límite máxi­
mo de gastos, que no pueda verse alterado por circuns­
tancias sobrevenidas de la actividad electoral, como
actualmente ocurre con los gastos de envíos de propa­
ganda electoral que no resultan subvencionados. La
imprecisión actual es mayor cuando el límite máximo
de gastos electorales ha de calcularse en caso de concu­
rrencia de distintos procesos electorales. La indetermi­
nación del proceso que se ha de tomar como base en su
cuantificación y a cuyo límite específico ha de agregar­
se el 25 por ciento de los gastos autorizados para las
elecciones a Cortes Generales, según la vigente redac­
ción del artículo 131.2 de la LOREG, ha obligado al Tri­
bunal a comunicar previamente a las formaciones políti­
cas cuál iba a ser el criterio que se iba a seguir en la
valoración del cumplimiento de los límites. La necesi­
dad de planificar adecuadamente, desde el punto de
vista financiero, toda campaña electoral requiere que la

formación política pueda definir con suficiente antela­
ción el marco económico de su actividad, siempre con­
dicionado por la referencia al límite o sublímites de gas­
tos electorales autorizados por la normativa electoral.
Por ello, se considera necesario que su determinación
sea inmediata y definitiva, no modificable a posteriori
en función de los resultados electorales alcanzados.

Por otra parte, ya se ha expuesto la falta de corres­
pondencia técnica entre la subvención pública a perci­
bir y el límite máximo de gastos electorales autoriza­
dos, que hace que aquélla pueda resultar teóricamente
muy superior al límite de gastos, situación frecuente­
mente observada y que se presenta de forma más gene­
ralizada en las elecciones locales respecto a las forma­
ciones políticas de reducida implantación.

Se estima necesario reconsiderar el concepto de
gasto electoral, excluyendo explícitamente del mismo
los importes que corresponden a la adquisición de ele­
mentos de inmovilizado, cuya vida útil se extiende más
allá del periodo electoral, y los resultantes de la estima­
ción de los gastos financieros derivados de las opera­
ciones de endeudamiento electoral devengados después
de la fecha legalmente prevista para la percepción del
adelanto de las subvenciones electorales, superando la
indeterminación de la normativa actual que prolonga su
devengo hasta el momento no concretado en el tiempo
de la percepción de la subvención. Se destaca, por otra
parte, la difícil diferenciación, desde un punto de vista
económico-financiero y de su posterior fiscalización,
entre los gastos estrictamente electorales y los gastos
incurridos en la precampaña, para los que no existe
limitación legal y que, en ocasiones, han alcanzado
importes significativos.

En las sucesivas modificaciones de la normativa
electoral, se han incorporado al límite general de gas­
tos electorales unos sublímites específicos para los gas­
tos de publicidad exterior y de publicidad en la prensa
periódica y en las emisoras de radio de titularidad pri­
vada, cuya aplicación se ha visto dificultada por la
insuficiente identificación legal de los conceptos de
gastos a incluir en dichos sublímites. Por otra parte, su
actual regulación permite que se susciten dudas sobre
su ámbito de aplicación.

En el análisis de la normativa electoral aprobada por
las Asambleas Legislativas de distintas Comunidades
Autónomas en el ejercicio de sus respectivas compe­
tencias, con independencia de las frecuentes remisio­
nes al marco establecido por la Ley Orgánica del Régi­
men Electoral General, se han detectado significativas
diferencias, principalmente en la determinación del
límite máximo de gastos autorizado y de las subvencio­
nes electorales, así como en la implantación de sublí­
mites y en el reconocimiento de la subvención de los
gastos por envíos electorales, poniéndose de manifiesto
la carencia de un marco jurídico adecuadamente armo­
nizado y homogéneo de toda la actividad electoral, que
coadyuve al control externo eficaz de la misma.

Propuesta:

La determinación de los conceptos de gasto consi­
derados electorales, así como del límite máximo gene­
ral de gastos autorizados y de los distintos sublímites
para actividades específicas son un referente funda­
mental en la programación económico-financiera de
toda campaña electoral y en el efectivo ejercicio del
control. A fin de subsanar las deficiencias observadas
por el Tribunal en su actual regulación, se considera
necesario revisar la normativa electoral y dotar a la
misma de unos criterios precisos que permitan determi­
nar, de forma indubitada y previa a las diferentes elec­
ciones, a celebrar de modo singular o en concurrencia,
los conceptos de gasto considerados electorales y sus
distintos límites. En cuanto a los sublímites actualmen­
te establecidos para los gastos de publicidad exterior o
de publicidad efectuada en la prensa periódica y en las
emisoras de radio de titularidad privada, se estima
oportuno considerar si permanecen las circunstancias
que fundamentaron su implantación y, en el caso de
que se estime conveniente su exigencia, dotarles de una
regulación precisa en relación con su ámbito de aplica­
ción, determinación y alcance.

Se considera, asimismo, conveniente alcanzar, en el
respeto de las respectivas competencias legislativas,
una mayor armonización entre la normativa electoral
estatal y la de las distintas Comunidades Autónomas,
en aras a conseguir un bloque normativo electoral más
homogéneo para todos los procesos electorales.

V. Obligaciones contables derivadas de la actividad
económico-fmanciera de los partidos políticos

La concepción, ya expuesta, de las formaciones
políticas como una única realidad económica, integra­
dora de toda su organización territorial e institucional,
implica que las cuentas anuales habrán de recoger la
actividad económico-financiera realizada en el conjun­
to de su organización. En la práctica, su cumplimiento
por parte de los partidos es muy desigual, como ha
venido constatando el Tribunal de Cuentas y reflejando
en sus informes de fiscalización sobre los estados
fmancieros rendidos.

En el análisis de los procesos de integración, se
observa que la mayoría de los partidos no incluyen la
actividad económica de la organización municipal,
pese a que en algunos casos se desarrolla en munici­
pios con una población importante. Mayor diversidad
se detecta en los grupos de representación parlamenta­
ria, incluido el correspondiente al Parlamento Europeo,
ya que unos partidos remiten estados financieros con­
solidados, mientras que otros sólo incluyen las relacio­
nes económicas entre las sedes territoriales y dichos
grupos. Por lo que se refiere a los cargos electos en las
Corporaciones Locales, al igual que can la organiza­
ción municipal, por lo general no se incluye en las
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cuentas anuales información sobre su actividad econó­
mico-financiera.

Con objeto de resaltar la importancia de la actividad
omitida en las cuentas anuales, en el informe corres­
pondiente al ejercicio 1998, último elevado a las Cortes
Generales previo a la elaboración de esta Moción, se
destaca que las subvenciones otorgadas a los Grupos
parlamentarios por las Cortes Generales y Asambleas
Legislativas Autonómicas suman un total de 7.188
millones de pesetas y las otorgadas a los grupos de car­
gos electos por las Corporaciones Locales que han con­
testado a la solicitud de información requerida por el
Tribunal de Cuentas han sido de 3.785 millones de
pesetas, lo que representan el 80% y el 42%, respecti­
vamente, del importe de las subvenciones del Estado
para el funcionamiento ordinario.

Respetando la autonomía orgánica y funcional esta­
blecida y las normas que rigen las relaciones internas
de cada partido, es conveniente precisar que el criterio
de la integración contable de la actividad económica de
los grupos institucionales propuesta no presupone
aceptar la utilización, por parte de la organización
general del partido, de las subvenciones otorgadas para
la financiación de los gastos derivados de la actividad
institucional de dichos grupos, ni rechazar la implanta­
ción de controles propios, por parte de los órganos otor­
gantes, sobre la aplicación de la subvención a la fmali­
dad para la que fue concedida. Ambos aspectos son
compatibles con la presentación, en las cuentas anua­
les, de la totalidad de la información económico-finan­
ciera que afecta a la formación política.

La Ley Orgánica 3/1987, en su Título IV, relativo a
la fiscalización y control, establece que los partidos
políticos con representación en el Congreso de los
Diputados, que reciban subvención estatal para atender
sus gastos de funcionamiento, deberán presentar ante el
Tribunal de Cuentas una contabilidad detallada y docu­
mentada de sus ingresos y gastos. En relación con lo
dispuesto en este mandato es preciso señalar, además
de su alcance restringido a las formaciones con presen­
cia en el Congreso de los Diputados, que no se corres­
ponde con lo previsto en la exposición de motivos y en
otros preceptos de la propia Ley, ni con el contenido de
los sucesivos acuerdos de la Comisión Mixta para las
Relaciones con el Tribunal de Cuentas, de los que se
deduce la necesidad de obtener otros documentos que
superen el de la simple contabilidad detallada y docu­
mentada de los ingresos y gastos del periodo, alcanzan­
do a su situación financiera y patrimonial, que vendria
reflejada en el Balance, en la Cuenta de Pérdidas y
Ganancias y la Memoria, cuyo contenido deberá con­
cretarse suficientemente en la normativa aplicable.

Por otra parte, con objeto de garantizar la transpa­
rencia de su actividad y de acuerdo con la práctica
seguida en otros sectores, se considera conveniente
establecer la obligación de formular cuentas anuales
consolidadas con las entidades en las que exista un con-

trol efectivo del partido, sin perjuicio de la presenta­
ción de sus cuentas anuales específicas, y con los requi­
sitos y condiciones derivadas de su particular actividad
económico-financiera. Los estados fmancieros consoli­
dados incluirían, por lo tanto, los de las fundaciones,
creadas por los propios partidos políticos o sus afilia­
dos, con actividades vinculadas o muy próximas a sus
objetivos, así como los de las sociedades mercantiles
en cuyo capital social participen mayoritariamente.

En la precitada Ley Orgánica se establece de forma
general la obligación de establecer sistemas de control
interno en cada partido, y de llevar registros contables
detallados que permitan conocer en todo momento su
situación financiera, y, en concreto, enumera, si bien
con cierta imprecisión, los libros a llevar y su conteni­
do. No obstante, esta regulación exige una adaptación a
los sistemas de información contable actuales, simila­
res a los utilizados por otras organizaciones de natura­
leza semejante y por el resto de los agentes económicos
de los sectores privado y público, que permita un segui­
miento cronológico de todas sus operaciones y la ela­
boración periódica de balances y cuentas de resultados.
Se deberá llevar necesariamente un libro Diario y otro
de Inventarios que incorpore una descripción suficiente
y actualizada de todos los bienes patrimoniales del par­
tido, así como establecer los requisitos exigibles a los
libros oficiales de la formación política, similares a los
previstos en otras actividades económicas, y regular su
conservación, así como la de la documentación justifi­
cativa, por el partido hasta un plazo prudente posterior
a su fiscalización. Consideración especial requiere la
regulación de la conservación de los documentos con­
tables y justificativos en el caso de cese de la actividad
del partido político. Un aspecto singular de esta activi­
dad es la integración de la contabilidad electoral, fre­
cuentemente referida a coaliciones electorales, en la
contabilidad ordinaria de cada formación política, lo
que debería ser objeto de un tratamiento específico.

Aunque en la actualidad la mayoría de las formacio­
nes políticas presentan el Balance y la Cuenta de Pérdi­
das y Ganancias y, en menor medida, la Memoria, los
sistemas contables utilizados no responden a un proce­
dimiento normalizado y la información no es homogé­
nea. Los partidos han creado su propia estructura o la
han adaptado, según sus criterios, a los modelos esta­
blecidos en el Plan General de Contabilidad para las
empresas privadas, lo que crea diferencias entre las
cuentas utilizadas y dificulta la comparación entre los
estados financieros de los partidos.

La legislación vigente establece que el plazo para
remitir los estados contables al Tribunal de Cuentas es
de seis meses a partir del cierre de cada ejercicio, sin
determinar ningún otro requisito sobre la formulación
y aprobación de los estados fmancieros anuales. Con el
fin de corregir esta carencia, la normativa contable
específica para los partidos políticos deberá incluir los
criterios a seguir para la elaboración de las cuentas

anuales, como es práctica habitual en la regulación
contable del resto de los sectores. Por otra parte, dentro
del respeto a la libertad de organización y funciona­
miento de los partidos, reconocida en el artículo sexto
de la Constitución, se estima conveniente regular el
procedimiento de aprobación, a fm de que las cuentas,
rendidas por quien ostente la condición de cuentadante
ante el Órgano fiscalizador, hayan sido aprobadas por
la formación política, de acuerdo con el procedimiento
previsto en sus estatutos.

Por último, la regulación vigente no contempla la
remisión de los estados financieros de los partidos que
no tengan representación en el Congreso de los Diputa­
dos, por lo que se debería considerar la necesidad de
establecer el depósito de las cuentas anuales para los
partidos que se estime conveniente, en función de crite­
rios objetivos, a fin de garantizar la transparencia de su
financiación y el cumplimiento de las obligaciones que
les sean impuestas, así como la posibilidad de quedar
sometida su actividad a control externo mientras per­
sistan los requisitos objetivos que se hayan fijado y de
exigir las responsabilidades que se hubieran previsto en
caso de incumplimiento.

Propuesta:

La regulación contenida en la Ley 3/1987 sobre las
obligaciones contables a cumplir por las formaciones
políticas se estima insuficiente para garantizar la trans­
parencia de su actividad y la representatividad de los
estados contables. Superando la falta de concordancia
entre el alcance previsto en la exposición de motivos y
el deducido del articulado de dicha Ley, se considera
oportuno que los partidos políticos, concebidos como
una única realidad económica integrada por toda su
organización territorial e institucional dispongan de un
régimen contable semejante al implantado en otros
órdenes económicos, estableciendo la llevanza obliga­
toria de libros oficiales con los oportunos requisitos,
contemplando a través de una adaptación del Plan
General elaborada por el Órgano competente las singu­
laridades contables que su actividad pudiera reclamar,
y exigiendo que las cuentas anuales a rendir, integradas
por el Balance, Cuenta de Pérdidas y Ganancias y
Memoria, estén debidamente conformadas y aprobadas
y que sean remitidas por quien ostente formalmente la
condición de «cuentadante», todo ello en aras de posi­
bilitar un control externo efectivo.

La obligación legal de rendir la contabilidad de la
actividad ordinaria para su fiscalización está restringi­
da en la actualidad a los partidos que tienen representa­
ción en el Congreso de los Diputados. No obstante, se
propone ampliar este ámbito subjetivo y establecer el
depósito de las cuentas anuales para el resto de parti­
dos, especialmente para aquéllos que tienen algún tipo
de representación en Instituciones públicas, así como
su sometimiento a un control externo que garantice la

transparencia de su financiación, y la exigencia de res­
ponsabilidades en caso de incumplimiento de las obli­
gaciones que tuvieran impuestas.

Por otra parte, en consonancia con la concepción de
los partidos políticos como una única realidad económi­
co-financiera, se estima que deberían presentar estados
fmancieros consolidados de toda su organización territo­
rial e institucional y, en su caso, de las fundaciones per­
tenecientes a su entorno político y de las sociedades en
cuyo capital social participen mayoritariamente, consi­
derando las salvedades que pudieran derivarse de la
peculiar actividad de las entidades consolidables y el
método de consolidación más aconsejable, a desarrollar
normativamente en sus aspectos técnicos.

VI. Relaciones de terceros con el Tribunal de Cuentas

El artículo 133 de la Ley Orgánica 5/1985 establece
para las entidades fmancieras que hubieran concedido
financiación a las formaciones políticas obligadas a
rendir la contabilidad electoral y para las empresas pro­
veedoras de servicios y materiales electorales, cuya
facturación supere el millón de pesetas, la obligación
de informar, de forma detallada, al Tribunal de Cuentas
de las operaciones formalizadas y de su facturación,
respectivamente. Por el contrario, en cuanto a la activi­
dad ordinaria no se prevé, de forma expresa, la obliga­
ción de informar al Tribunal sobre las relaciones man­
tenidas con las formaciones políticas ni de atender las
solicitudes que pudiera formular el Tribunal de Cuen­
tas en el desarrollo de su función fiscalizadora.

Como se describe en los informes de fiscalización
de las contabilidades electorales, es frecuente el incum­
plimiento por las entidades de crédito y las empresas
suministradoras de la obligación de informar al Tribu­
nal de Cuentas en los términos legalmente previstos,
pese a su requerimiento. Asimismo, en los informes de
la contabilidad anual se deja constancia de la falta de
respuesta de las entidades a las que se ha circularizado
siguiendo la práctica habitual de todo procedimiento
fiscalizador, lo que supone una limitación al alcance de
las comprobaciones, principalmente respecto de los
saldos de tesorería y de endeudamiento.

Ante la falta de información o de respuesta, el Tribu­
nal de Cuentas carece de medios para exigir el cumpli­
miento de lo previsto por la Ley, al no existir un régimen
sancionador que especifique órgano, procedimiento, cri­
terios y sanciones; o para obligar a que sean contestadas
las solicitudes de información, al entender que no es de
aplicación en este ámbito el deber de colaboración esta­
blecido en el artículo 7 de la Ley Orgánica 211982, de 12
de mayo, del Tribunal de Cuentas.

Propuesta:

A fm de potenciar en el desarrollo de la función fis­
calizadora la colaboración y la aportación de informa-
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ción de terceros, se considera necesaria la revisión de
la legislación electoral, estableciendo una regulación
precisa de las consecuencias que pudieran derivarse del
incumplimiento por parte de terceras personas de la
obligación de remitir información al Tribunal de Cuen­
tas sobre los servicios prestados, así como de la legisla­
ción sobre la actividad ordinaria, estableciendo el deber
de colaboración con el Tribunal de Cuentas, a fin de
que su actividad fiscalizadora no resulte limitada ni
peIjudicada por la falta de información.

VII. Régimen sancionador

La regulación de la financiación de los partidos
políticos estará incompleta si no se previenen las con­
secuencias que pueden derivarse de su incumplimiento
y el procedimiento para exigir las responsabilidades en
que se hubiera incurrido. Con independencia de los
delitos e infracciones electorales, cuyo conocimiento y
sanción corresponde a la jurisdicción penal y a la Junta
Electoral competente, respectivamente, el Tribunal
viene constatando la necesidad de completar el actual
régimen sancionador, dada su actual indetenninación,
respecto a las conductas que afecten a la regularidad de
las contabilidades de la actividad ordinaria y electoral
de los partidos políticos, y a las transgresiones de las
restricciones y límites establecidos para los gastos elec­
torales y la financiación en cualquiera de sus modalida­
des, así como a los incumplimientos de terceros en
relación con la colaboración que les es exigible en la
fiscalización del Tribunal de Cuentas.

En este sentido, se considera insuficiente lo dispues­
to por la Ley Orgánica 311987, de 2 de julio, sobre
financiación de los partidos políticos y por la Ley Orgá­
nica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral
General, así como por el Real Decreto 190711995, de 24
de noviembre, por el que se regula la tramitación de las
subvenciones estatales, y así lo viene manifestando en
sus informes el Tribunal de Cuentas, a través de su rei­
terada recomendación de que se prevea un régimen san­
cionador con el suficiente desarrollo normativo, reco­
mendación que no cabe interpretar como una pretensión
de que le sean asignadas a este Tribunal competencias
sancionadoras, lo que, en su caso, supondría una atribu­
ción singular respecto al ejercicio de la función consti­
tucionalmente asignada de la fiscalización del Sector
público. Se estima, por el contrario, que la atribución de
competencias sancionadoras al Tribunal de Cuentas
podría afectar negativamente a la actividad fiscalizado­
ra, incidiendo en la concepción que de ella se contem­
pla en el arto 136.1 de la Constitución española.

Respecto a la regulación de la actividad ordinaria, el
artículo 7 de la Ley 311987 establece que la percepción
por los partidos políticos de financiación privada no
autorizada será sancionada con el doble de la aporta­
ción ilegalmente aceptada. No se prevé, por el contra­
rio, ninguna sanción en el caso de que recibieran fman-

ciación pública indebidamente otorgada por alguna Ins­
titución pública.

A su vez, el artículo 11.3 de este texto legal estable­
ce que el Tribunal de Cuentas se pronunciará sobre la
regularidad y adecuación de la documentación recibida
con lo dispuesto en la Ley, exigiendo, en su caso, las
responsabilidades que pudieran deducirse de su incum­
plimiento. Sin embargo, esta atribución formal al Tri­
bunal de Cuentas no es objeto de un mayor y posterior
desarrollo, en el que se contemple una tipificación de
las distintas clases de responsabilidades que deben ser
exigibles, así como el procedimiento que habría de
seguirse, en sus sucesivas fases, estableciendo los crite­
rios para la detenninación de las sanciones a aplicar,
los recursos que pudieran formularse y cuantos extre­
mos se consideren necesarios para su deducción. Esta
insuficiente regulación no queda suplida por la aplica­
ción genérica del procedimiento fiscalizador diseñado
en la normativa específica del Tribunal de Cuentas, por
la singularidad de las responsabilidades que pudieran
apreciarse en la actividad ordinaria de los partidos polí­
ticos y por no encontrar fácil encaje a dicha función, en
definitiva sancionadora, en la propia función fiscaliza­
dora del Tribunal de Cuentas, como se ha señalado.

Por lo que al régimen electoral se refiere, la Ley
Orgánica 5/1985 regula en el capítulo VIII del Título 1
los delitos e infracciones electorales, así como el pro­
cedimiento judicial o ante la Junta Electoral para la tra­
mitación de la correspondiente sanción. Entre los deli­
tos tipificados, todos ellos de estricta naturaleza
electoral, se incluye aquel en que incurrirían los admi­
nistradores electorales por falsear las cuentas o por
apropiarse o distraer fondos para fines distintos de los
previstos en la legislación.

Con independencia de esta referencia, que podrá
ofrecer cierta conexión por razón de la materia con la
función asignada al Órgano fiscalizador, en el artículo
134.2 de esta misma Ley se dispone que el Tribunal de
Cuentas se pronunciará, en el ejercicio de su función
fiscalizadora, sobre la regularidad de las contabilidades
electorales, y en el caso de apreciarse irregularidades o
violaciones de las restricciones establecidas en materia
de ingresos y gastos electorales, puede proponer la no
adjudicación o la reducción de la subvención que
correspondiese a la formación política; añadiendo que,
si el Tribunal de Cuentas advirtiese indicios de delito,
lo comunicará al Ministerio Fiscal.

La normativa electoral establece restricciones sobre
los distintos mecanismos de financiación, en la deter­
minación del límite máximo de gastos electorales y de
sublímites específicos, así como en la estructura de las
cuentas, principios contables a aplicar, plazos de pre­
sentación y otros extremos relacionados con su elabo­
ración y rendición al Tribunal. Sin embargo, estas res­
tricciones no están acompañadas de una clasificación
valorativa de los incumplimientos y de las sanciones a
proponer en cada caso, previendo únicamente una posi-

ble reducción o no adjudicación de la subvención
pública que hubiese correspondido, sin explicitar los
criterios que en cada situación deben ser aplicados.
Esta previsión legal no alcanza a contemplar la existen­
cia de propuesta de sanción, por parte del Tribunal, res­
pecto a las formaciones políticas que no cumplen con
la obligación de rendir sus cuentas, con independencia
de la pérdida del derecho a la percepción de la subven­
ción electoral, no previéndose otras consecuencias ante
posibles incumplimientos de la normativa, y con la
consiguiente restricción a la transparencia exigible en
todo proceso electoral. Tampoco se contempla sanción
para las formaciones que, habiendo incumplido la nor­
mativa electoral, con independencia de que hayan remi­
tido o no su contabilidad al Tribunal, no tienen derecho
a la subvención pública por no haber alcanzado los
resultados electorales requeridos.

Por lo que se refiere al Órgano sancionador, la nor­
mativa únicamente señala que el Tribunal de Cuentas
puede formular su propuesta de reducción o no adjudi­
cación de la subvención. Esta formulación tiene, por lo
tanto, carácter discrecional y para su determinación no
se ofrecen referentes cuantitativos en que fundamentar
la propuesta. Este vacío legal ha resultado parcialmente
paliado en la práctica por un Acuerdo general del Pleno
del Tribunal, en el que se adoptó el criterio de aplicar
una tabla progresiva en función del grado de supera­
ción de los límites previstos para los gastos electorales,
quedando otros posibles incumplimientos fuera de
dicho baremo, y que han sido tratados por Acuerdos
singulares. En todo caso, el pronunciamiento que haya
tenido a bien formular el Pleno del Tribunal en los
sucesivos informes aprobados, únicamente tiene la
naturaleza jurídica de propuesta elevada a las Cortes
Generales y, en su caso, a las Asambleas Legislativas
de las Comunidades Autónomas, con independencia de
que en la tramitación posterior de los informes, dicha
propuesta haya prosperado, siendo asumida por la
correspondiente Comisión Parlamentaria y llevada a la
práctica por la Institución de la Administración Central
o Autonómica responsable del abono de las subvencio­
nes electorales.

Como síntesis de lo expuesto, se resalta que en la
normativa electoral, el Tribunal de Cuentas no se confi­
gura como un órgano sancionador que exija responsa­
bilidades, sino como un órgano técnico que formula
una propuesta. Faltan, no obstante, por determinarse
legalmente los criterios específicos que habrán de apli­
carse en dicha propuesta de reducción o pérdida de la
subvención, aspecto silenciado en el arto 134.2 de la
Ley Orgánica del Régimen Electoral General, y que
constituye un merma de la seguridad jurídica. Tampoco
se regula el sistema de recursos aplicables, con inde­
pendencia de que pudiera estimarse que pueden inter­
ponerse analógicamente los recursos administrativos
ante el Órgano de la Administración que definitivamen­
te otorga las subvenciones electorales, y, en su caso, el

contencioso administrativo. Tampoco está contempla­
do el valor jurídico que en este procedimiento tiene la
propuesta del Tribunal de Cuentas que, a su vez, está
legalmente restringida a la reducción o supresión de la
subvención electoral, restricción que impide su vincu­
lación con los distintos supuestos de incumplimientos
de la contabilidad electoral.

Como se ha señalado, no se contempla en la actual
normativa ningún tipo de sanción ante los incumpli­
mientos de terceros por falta de información al Tribunal
de Cuentas en su actividad fiscalizadora. El incumpli­
miento de la obligación impuesta a las entidades de cré­
dito de informar sobre las operaciones de endeudamien­
to concertadas y a los proveedores respecto a los
servicios prestados no está legalmente sancionado, limi­
tándose el Tribunal a recoger en sus Informes de fiscali­
zación la identificación de las entidades que no han
cumplido esta previsión legal, a pesar de que se les haya
recordado, y a destacar que la carencia de dicha infor­
mación es una limitación a su actividad fiscalizadora.

Propuesta:

Tanto el procedimiento diseñado en la legislación
sobre la financiación ordinaria, como el previsto en
la normativa electoral, con independencia de sus sig­
nificativas diferencias, presentan importantes lagunas
desde una perspectiva sancionadora, que merman la
seguridad jurídica, y cuya clarificación se considera
necesaria en concordancia con la transparencia y
regularidad exigibles a la actividad de las formacio­
nes políticas. Por lo tanto, se propone que, atendien­
do a los principios establecidos en el Título IX de la
Ley 30/1992 del Régimen Jurídico de las Administra­
ciones Públicas y Procedimiento Administrativo
Común, se regule adecuadamente el régimen sancio­
nador, desarrollándolo en todas sus fases, y previen­
do las correspondientes responsabilidades en que
pudieran incurrir las formaciones políticas o terceras
personas con ellas relacionadas, ante los distintos
incumplimientos y posibles violaciones de la norma­
tiva de partidos políticos, tanto en lo que se refiere a
su actividad electoral como a la ordinaria.

CONCLUSIÓN

En cumplimiento de la Resolución de la Comisión
Mixta Congreso-Senado para las relaciones con el Tri­
bunal de Cuentas, se ha expuesto una síntesis de las
lagunas normativas deducidas del análisis de la vigente
legislación reguladora de la actividad ordinaria y elec­
toral de los partidos políticas y contrastadas en la acti­
vidad fiscalizadora, así como de las consideraciones y
criterios que este Tribunal ha estimado oportuno for­
mular, reiterando los que ha venido poniendo de mani­
fiesto en los sucesivos informes de fiscalización apro­
bados y elevados a las Cortes Generales y distintas
Asambleas Legislativas de las Comunidades Autóno-
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mas. En ellos se ha dejado constancia del significativo
avance registrado por la práctica totalidad de las forma­
ciones políticas en la llevanza de la contabilidad y en la
rendición de sus cuentas, así como de las insuficiencias
detectadas en la actual regulación y que, de forma más
sistematizada, se recogen en esta Moción.

El Tribunal de Cuentas estima que la corrección de
estas insuficiencias mediante la pertinente modifica­
ción legislativa contribuirá a dotar de un marco jurídico
adecuado a la actividad de las formaciones políticas,

concebidas como instrumento fundamental para la par­
ticipación política, y a reforzar su sometimiento a los
principios de regularidad y transparencia, potenciando,
a su vez, la eficacia de la actividad fiscalizadora que le
ha sido encomendada, al suprimirse las carencias y
limitaciones detectadas en la normativa actualmente
vigente.

Madrid, 30 de octubre de 200 l.-El Presidente,
Ubaldo Nieto de Alba.
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